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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a  29  de  enero de 2016. 

Comparece la parte apelante, el señor Virgilio Monegro Ortega, 

quien recurre de una sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan, que desestimó su demanda de daños y 

perjuicios incoada en contra de la parte apelada, el Municipio de San 

Juan. El tribunal sentenciador fundamentó su dictamen en la falta de 

notificación, dentro del término de noventa días a partir del conocimiento 

del daño, conforme el Artículo 15.003 de la Ley de Municipios Autónomos. 

Luego de examinar los méritos del recurso, resolvemos confirmar 

el dictamen apelado. 

I 

 El caso de epígrafe inició el 12 de abril de 2006, a las 5:05 a.m., 

cuando el señor Virgilio Monegro Ortega (señor Monegro Ortega o 

apelante) sufrió una caída por las escaleras que conducen al sótano de la 

Plaza del Mercado de Río Piedras. Para ese momento el señor Monegro 

Ortega fungía como guardia de seguridad en la referida instalación. 

Debido a que el incidente ocurrió durante su horario laboral, este se 

acogió a los beneficios de la Corporación del Fondo del Seguro del 

Estado (CFSE).  
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El 25 de junio de 2010 el apelante presentó una demanda1 por 

daños y perjuicios contra el Municipio de San Juan (Municipio). Adujo que 

el Municipio fue negligente al no haber dado mantenimiento a las 

escaleras que conducían al sótano y por la falta de iluminación del lugar. 

El Municipio fue emplazado el 28 de junio de 2010.2 

El 16 de agosto de 2010 el Municipio presentó la contestación de la 

demanda.3 En síntesis, negó las alegaciones en su contra y arguyó entre 

sus defensas que la demanda estaba prescrita y que la parte demandante 

había incumplido con el requisito de notificación. 

El 23 de junio de 2011 el señor Monegro Ortega presentó una 

solicitud de paralización de los procedimientos.4 Expresó que luego de 

incoada la demanda, la Comisión Industrial dictó una resolución en la que 

ordenó que el demandante fuera referido nuevamente a la CFSE para 

recibir tratamiento médico adicional.5 En respuesta, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió una sentencia6 el 25 de junio de 2011, mediante la cual 

ordenó la paralización de los procedimientos.  

Así las cosas, en agosto de 2014, el señor Monegro Ortega 

presentó ante el foro de primera instancia una solicitud para que el foro 

primario reactivara el caso y señalara una vista.7 Para esa fecha la 

Comisión Industrial había emitido una resolución,8 en la cual se 

recogieron los hallazgos de la vista celebrada el 26 de noviembre de 

2013. En esta se concluyó que el accidente tuvo relación con la 

herniación discal, por lo que se fijó al señor Monegro Ortega una 

incapacidad de 20% de las funciones fisiológicas. La resolución fue 

notificada el 1 de mayo de 2014. Añadió la parte apelante que, cumplido 

el plazo dispuesto, la CFSE no ejerció su prerrogativa de subrogarse en 

los derechos del lesionado contra el tercero. 

                                                 
1
 Ap. del recurso, págs. 11-13. 

2
 Ap. del recurso, págs. 14-15. 

3
 Ap. del recurso, págs. 16-19. 

4
 Ap. del recurso, págs. 24-25.  

5
 La Resolución no fue incluida en el Anejo del recurso. 

6
 Ap. del recurso, pág. 26. 

7
 Ap. del recurso, págs. 27-28. 

8
 La Resolución no fue incluida en el Anejo del recurso.  
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Ante el cuadro descrito, el foro de primera instancia celebró una 

vista de estado de los procedimientos,9 a la que no compareció 

representación alguna del Municipio, pues el Lcdo. Jesús M. Del Valle 

Padilla ya no atendía casos del Municipio, aun cuando no había 

presentado una moción de renuncia ni se había anunciado una nueva 

representación legal. El foro a quo, entonces, concedió treinta días para 

que se presentaran mociones a tales efectos. 

El 24 de abril de 2015 el Municipio presentó una solicitud de 

desestimación por falta de notificación y prescripción.10 Alegó que el 

señor Monegro Ortega incumplió con el requisito de notificación dentro de 

los noventa días de la ocurrencia del accidente. El demandante y 

apelante presentó su oposición.11 Apostilló que estaba eximido del 

requisito de notificación por haberse acogido a los beneficios que provee 

la CFSE. 

Aquilatados los argumentos de las partes, el 27 de mayo de 2015, 

notificada el día 29 de igual mes y año, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió la sentencia apelada. Mediante el referido dictamen, el foro 

primario declaró Ha Lugar la moción de desestimación de la demanda. 

Basó su determinación en el incumplimiento de la parte demandante de 

notificar al Municipio dentro del término de noventa días a partir de 

advenir en conocimiento del daño, como estatuye la Ley de Municipios 

Autónomos. 

No conteste, el señor Monegro Ortega acudió ante este foro revisor 

y señaló el siguiente error: 

Incidió gravemente el Tribunal recurrido cuando interpretó 
de forma mecanicista el requisito de notificación a los 
municipios, cuando se pretende reclamar a estos. La 
práctica judicial ha sido interpretar el requisito de notificación 
a la luz de su concordancia con la intención legislativa de 
que el municipio tenga oportunidad real y efectiva de 
efectuar investigaciones apropiadas, que eviten el fraude y 
la indefensión del municipio. 

 

                                                 
9
 La Minuta está incompleta; véase Ap. del recurso, pág. 29. 

10
 Ap. del recurso, págs. 30-41. 

11
 Ap. del recurso, págs. 42-45. 
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 El 23 de julio de 2015 el Municipio compareció con un alegato de 

oposición. Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

esbozamos el marco doctrinal pertinente y su aplicación a los hechos del 

caso. 

II 

- A - 

Previo a la discusión del error señalado, es menester atender el 

siguiente asunto. En el escrito de apelación y en el alegato en oposición 

las partes expresan que dos documentos incluidos en el Anejo del recurso 

no estuvieron ante la consideración del Tribunal de Primera Instancia. 

Estos documentos son: (i) una carta escrita por la representación legal del 

apelante el 25 de abril de 2010, dirigida al exalcalde del Municipio de San 

Juan; y (ii) la contestación a esta, que suscribió el entonces director del 

Programa de Riesgos y Seguros y fechada el 14 de junio de 2010. El 

apelante explicó que dichos documentos estaban extraviados y que 

tampoco recordaba sobre su existencia. 

La Regla 74 (B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

dispone que “[l]os Apéndices sólo contendrán copias de los documentos 

que formen parte de los autos del Tribunal de Primera Instancia o del 

expediente administrativo”. 4 L.P.R.A. Ap. XII-B, R. 74 (B). Como se sabe, 

el apéndice es una recopilación documental de los escritos acumulados 

durante el trámite en el Tribunal de Primera Instancia; es análogo a una 

copia sustitutiva de los autos originales. Es doctrina reiterada que las 

partes deben cumplir con las disposiciones reglamentarias establecidas 

para la presentación y forma de los recursos y que su incumplimiento 

puede dar lugar a la desestimación. Arriaga Rivera v. Fondo del Seguro 

del Estado, 145 D.P.R.122, 129-130 (1998). El incluir en el apéndice 

documentos que no estuvieron ante la consideración del foro primario es 

una práctica indeseable que debe descontinuarse, ya que se coloca al 

tribunal de instancia en una señalada desventaja. Méndez, et al v. 

Fundación et al, 165 D.P.R. 253, 276 (2005).  
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A tenor de lo anterior, el apelante no podía incluir los documentos 

antes mencionados; y este Panel está impedido de considerarlos.  

- B - 

Para hacer efectiva la disposición constitucional que garantiza a los 

trabajadores la “protección contra riesgos para su salud o integridad 

personal en su trabajo o empleo”,12 la Asamblea Legislativa aprobó la Ley 

Núm. 45 de 18 de abril del 1935, según enmendada, “Ley del Sistema de 

Compensaciones por Accidentes del Trabajo” (Ley Núm. 45), 11 L.P.R.A. 

§ 1 y ss. Este estatuto establece un seguro compulsorio quid pro quo, 

mediante el cual los empleados que trabajan para patronos asegurados y 

que sufran lesiones, enfermedad o muerte —las cuales provengan de 

cualquier acto o función inherente a su trabajo— serán acreedores de los 

remedios provistos por dicha Ley. A cambio de ello, aun cuando pueda 

mediar negligencia del patrono, éstos gozarán de inmunidad con respecto 

a acciones de daños y perjuicios en su contra. 11 L.P.R.A. § 2; Sevilla v. 

Municipio Toa Alta, 159 D.P.R. 684, 689-690 (2003). 

De otra parte, en los casos en que la lesión, enfermedad o muerte 

sufrida por el trabajador en el curso de su empleo sea atribuible a un 

tercero, el obrero o sus beneficiarios pueden instar una acción de daños y 

perjuicios directamente contra ese tercero. La acción se ejercita dentro 

del año luego de emitido la decisión final del Administrador de la CFSE, 

puesto que el plazo prescriptivo estatuido en el inciso dos del Artículo 

1868 del Código Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. § 5298(2), queda 

postergado. Es decir, el Artículo 31 de la Ley Núm. 45 estatuye que el 

obrero podrá ejercitar su causa dentro de un año, a partir de la fecha en 

que fuere final y firme la resolución del Administrador de la CFSE. 

Tropigas de P.R. v. Tribunal Superior, 102 D.P.R. 630, 638 (1974); Padín 

v. Cia. Fam. Ind., 150 D.P.R. 403, 413 (2000). 

El Artículo 31 de la Ley Núm. 45, dispone lo siguiente: 

En los casos en que la lesión, enfermedad profesional o la 
muerte que dan derecho de compensación al obrero, 

                                                 
12

 Const. E.L.A., 1 L.P.R.A. Art. II, § 16. 
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empleado o sus beneficiarios, de acuerdo con este capítulo, 
le hubiere provenido bajo circunstancias que hicieren 
responsables a tercero de tal lesión, enfermedad o 
muerte, el obrero o empleado lesionado o sus 
beneficiarios podrán reclamar y obtener daños y 
perjuicios del tercero responsable de dicha lesión, 
enfermedad o muerte dentro del año subsiguiente a la 
fecha en que fuere firme la resolución del caso por el 
Administrador del Fondo del Seguro del Estado, y éste 
podrá subrogarse en los derechos del obrero, empleado 
o sus beneficiarios para entablar la misma acción en la 
forma siguiente: 

(…) el Administrador del Fondo del Seguro del Estado se 
subrogará en los derechos del obrero o empleado, o de sus 
beneficiarios, y podrá entablar procedimientos en contra del 
tercero en nombre del obrero o empleado, o de sus 
beneficiarios, dentro de los noventa (90) días siguientes a la 
fecha en que la decisión fuere firme y ejecutoria, (…). 

Si el Administrador dejare de entablar demanda contra la 
tercera persona responsable, según se ha expresado en el 
párrafo anterior, el obrero o empleado, o sus beneficiarios 
quedarán en libertad completa para entablar tal demanda en 
su beneficio, sin que vengan obligados a resarcir al Fondo 
del Seguro del Estado por los gastos incurridos en el caso. 

El obrero o empleado lesionado ni sus beneficiarios 
podrán entablar demanda ni transigir ninguna causa de 
acción que tuvieren contra el tercero responsable de los 
daños, hasta después de transcurridos noventa días a 
partir de la fecha en que la resolución del Administrador 
del Fondo del Seguro del Estado fuere firme y 
ejecutoria. 

[…] 

11 L.P.R.A. § 32. (Énfasis nuestro). 
 
 Como establece la disposición precitada, por ley se le confiere a la 

CFSE la facultad de subrogarse en los derechos del obrero lesionado o 

sus beneficiarios y reclamar al tercero, en nombre del obrero lesionado, 

los daños y perjuicios sufridos por el obrero. Esta acción por parte de la 

CFSE tendrá que incoarse dentro de los noventa días de advenida final y 

firme su resolución en el caso. De no hacerlo, dicha omisión “conlleva una 

renuncia por el Administrador de su derecho de subrogación”. Negrón v. 

Comisión Industrial, 76 D.P.R. 301, 308 (1954); Padín v. Cia. Fam. Ind., 

supra, págs. 414-415. Una vez transcurrido el término de noventa días sin 

que el Administrador presente la acción de subrogación, el obrero o sus 

beneficiarios podrán entablar una demanda contra el tercero causante del 

daño. Padín v. Cia. Fam. Ind., supra, págs. 412-413. Si el obrero 
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lesionado presenta su reclamación antes del mencionado término, la 

acción se considerará prematura. Id., pág. 412.  

- C - 

De otra parte, es sabido que la doctrina de inmunidad soberana 

impide que se presenten reclamaciones judiciales contra el Estado a 

menos que éste consienta a ser demandado.13 Rosario Mercado v. E.L.A., 

et al, 189 D.P.R. 561, 565-566 (2013); Berríos Román v. E.L.A., 171 

D.P.R. 549, 556 (2007); García v. E.L.A., 163 D.P.R. 800, 811 

(2005). Mediante la aprobación de la Ley Núm. 104 de 29 de junio de 

1955, según enmendada, “Ley de Reclamaciones y Demandas contra el 

Estado” (Ley Núm. 104), 32 L.P.R.A. § 3077 y ss., el Estado consintió a 

ser demandado en daños y perjuicios. García v. E.L.A., supra, pág. 811. 

Sin embargo, la Ley Núm. 104 establece la notificación previa 

como condición, so pena de impedir el ejercicio de la reclamación 

torticera contra el Estado. El Artículo 2A del estatuto “impone al agraviado 

el deber de dirigir una notificación escrita al Secretario de Justicia, como 

requisito de cumplimiento estricto a ser satisfecho antes de entablar una 

acción judicial en contra del cuerpo político”. 32 L.P.R.A. § 3077a; Toro 

Rivera y Martínez Lozano v. E.L.A., et al, 2015 TSPR 172, a la pág. 13, 

194 D.P.R. __. (Énfasis en el original suprimido).  

Asimismo, el Artículo 15.003 de la Ley Núm. 81 de 3 de agosto de 

1991, según enmendada, “Ley de Municipios Autónomos” (Ley Núm. 81), 

21 L.P.R.A. § 4001 y ss., dispone también del requisito de notificación 

previa a la presentación de una demanda. Así reza el estatuto: 

Toda persona que tenga reclamaciones de cualquier 
clase contra un municipio por daños personales o a la 
propiedad, ocasionados por la culpa o negligencia del 
municipio, deberá presentar al alcalde una notificación 
escrita, haciendo constar en forma clara y concisa la 
fecha, lugar, causa y naturaleza general del daño 
sufrido. En dicha notificación se especificará, además, la 
cuantía de la compensación monetaria o el tipo de remedio 
adecuado al daño sufrido, los nombres y direcciones de sus 
testigos y la dirección del reclamante, y en los casos de 
daño a la persona, el lugar donde recibió tratamiento médico 
en primera instancia. 

                                                 
13

 Véase Defendini Collazo, et. al, v. E.L.A., Cotto, 134 D.P.R. 28 (1993). 
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(a). Forma de entrega y término para hacer la notificación. 
Dicha notificación se entregará al alcalde, remitiéndola por 
correo certificado o por diligenciamiento personal o en 
cualquier otra forma fehaciente reconocida en derecho. 

La referida notificación escrita deberá presentarse al 
alcalde dentro de los noventa (90) días siguientes a la 
fecha en que el reclamante tuvo conocimiento de los 
daños reclamados. Si el reclamante está mental o 
físicamente imposibilitado para hacer dicha notificación en el 
término antes establecido, no quedará sujeto al 
cumplimiento del mismo, debiendo hacer la referida 
notificación dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
fecha en que cese la incapacidad. 

Si el perjudicado fuere un menor de edad o una persona 
sujeta a tutela, la persona que ejerza la patria potestad o la 
custodia del menor, o el tutor, según fuere el caso, estará 
obligada a notificar al alcalde la reclamación dentro de los 
noventa (90) días siguientes a la fecha en que tuvo 
conocimiento de los daños que se reclaman. Lo anterior no 
será obstáculo para que el menor o la persona sujeta a 
tutela haga la referida notificación por su propia iniciativa 
dentro del término prescrito, si quien ejerce la patria 
potestad, custodia o tutela no lo hace. 

 (b). Requisito jurisdiccional. No podrá iniciarse acción 
judicial de clase alguna contra un municipio por daños 
causados por la culpa o negligencia de aquél, a menos que 
se haga la notificación escrita, en la forma, manera y en los 
plazos dispuestos en este subtítulo. 

 (c). Salvedad. Esta sección no modificará en forma alguna, 
para aquellos reclamantes que cumplan con sus 
disposiciones, el término prescriptivo fijado por la sec. 
5298(2) del Título 31. 

21 L.P.R.A. § 4703. 

 
La notificación previa en el plazo establecido por ley tiene el 

propósito de poner sobre aviso al municipio de que ha surgido una 

probable causa de acción por daños en su contra. Ello, con el fin de que 

el municipio involucrado pueda activar sus recursos de investigación 

prontamente, antes de que desaparezcan los testigos y las pruebas 

objetivas, en orden a la preparación de una adecuada defensa o 

transacción de la reclamación. De igual forma, esa notificación tiene el 

objetivo de desalentar las reclamaciones frívolas, mitigar el importe de los 

daños sufridos y advertir a las autoridades sobre la posible necesidad de 

tener que hacer una reserva en el presupuesto anual. Mangual v. Tribunal 

Superior, 88 D.P.R. 491, 494 (1963); Rivera Fernández v. Mun. Carolina, 

190 D.P.R. 196, 204 (2014).  
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En Rivera Fernández v. Mun. Carolina, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico interpretó el inciso (a) del Artículo 15.003 de la Ley de 

Municipios Autónomos, ya citado, y señaló que de esa disposición se 

desprenden varios requisitos que deben cumplirse como condición previa 

indispensable para iniciar cualquier acción judicial en contra de un 

municipio.  

Primero, el reclamante debe notificar al Alcalde mediante 
una notificación escrita. Segundo, esta notificación debe 
incluir la fecha, lugar, causa y naturaleza del daño sufrido, 
información sobre los testigos, dirección del reclamante, el 
tipo de remedio o la cuantía monetaria solicitada, y en los 
casos de daños a la persona, deberá incluir el lugar donde 
recibió tratamiento médico. Tercero, la notificación tiene que 
ser realizada dentro de los noventa (90) días desde que el 
reclamante tuvo conocimiento de los daños.  

Rivera Fernández v. Mun. Carolina, supra, pág. 206. 

 
En la Opinión citada, el Tribunal Supremo interpretó estos 

requisitos. Para ello partió de la Ley Núm. 104, que excluye el requisito de 

especificar el remedio o cuantía en la notificación. Esto, porque "en el 

caso de daños físicos, es imposible conocer el monto total reclamable de 

esos daños inmediatamente luego del accidente"; sobre todo en el tiempo 

requerido por ley para la notificación. Id., págs. 207-208. 

Es meritorio destacar que, al interpretar cualquiera de los estatutos 

anteriores, se ha establecido que para que un demandante pueda 

prevalecer contra el Estado o un municipio, el juzgador deberá evaluar 

estas disposiciones al amparo de la doctrina de responsabilidad 

extracontractual de nuestro ordenamiento civil. García v. E.L.A., supra, 

pág. 812. Nuestro ordenamiento establece que toda acción por daños y 

perjuicios tiene que cumplir con lo dispuesto en el Artículo 1802 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. § 5141. Es norma reiterada que 

la reparación de un daño causado procede siempre y cuando se 

demuestren varios elementos indispensables, a saber: (a) la existencia de 

una acción u omisión producto del acto ilícito; (b) la antijuricidad de la 

misma; (c) la culpa o negligencia del agente; (d) la producción de un 

daño; y (e) la relación de causa o efecto entre la acción u omisión y el 
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daño. Valle v. E.L.A., 157 D.P.R. 1, 14 (2002). El demandante deberá 

probar cada uno de los elementos mediante preponderancia de la prueba.  

Doble Seis Sport v. Departamento de Hacienda, 190 D.P.R. 763, 788 

(2014). 

Con este marco legal, apliquemos las normas anteriores al caso 

ante nuestra consideración. 

III 

En este caso, el señor Monegro Ortega sostiene que la ausencia 

de notificación no constituye daño al Municipio, porque se cuenta con un 

expediente oficial ante la CFSE y la Comisión Industrial. Indica, además, 

que desconocía la naturaleza y cuantía de los daños, hasta tanto “las 

agencias designadas por ley tomasen su determinación final y la misma 

adviniese final”.14 Rechaza el “rigorismo desmedido” en la exigencia de la 

notificación previa y afirma que “claudicó la teoría de la inmunidad 

soberana”.15 De otro lado, el Municipio plantea que el hecho de que la 

persona se acoja a los beneficios de la CFSE, “no tiene el efecto de 

eximir que se cumpla con el requisito de notificación requerido por el 

Artículo 15.003”.16 

 Al aplicar las normas doctrinales al presente caso, de los hechos 

se desprende que la caída del señor Monegro Ortega ocurrió el 12 de 

abril de 2006. Debemos colegir que aunque en esa fecha el apelante no 

conocía la magnitud del daño, sí advino en conocimiento del daño per se, 

o debió conocerlo. También se presume razonablemente que sabía quién 

lo causó. El apelante trabajaba en el lugar y por ello reclamó 

resarcimiento al Municipio por su alegada negligencia en el 

mantenimiento y la iluminación de la Plaza del Mercado de Río Piedras. 

Por consiguiente, es forzoso concluir que a partir del 12 de abril de 2006, 

comenzó a cursar el término de noventa días, dentro del cual el señor 

Monegro Ortega debió notificar al Municipio. Para esa fecha, el apelante 

                                                 
14

 Véase, la pág. 8 del recurso. 
15

 Véase, la pág. 10 del recurso. 
16

 Véase, la pág. 8 del alegato en oposición. 
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tenía conocimiento de los detalles necesarios suficientes para poder 

ejercitar la acción. De hecho, el apelante reconoce que incumplió con ese 

importante requisito y solicita laxitud en la aplicación de la norma. Sin 

embargo, aun cuando consideráramos la misiva como la notificación 

previa que exige el Artículo 15.003 de la Ley Núm. 81, ésta está fechada 

el 25 de abril de 2010. Esto es, más de cuatro años después de acaecido 

el incidente, por lo que tampoco cumple con el requisito de previa 

notificación.  

Cabe señalar, que cuando el tercero responsable es el Estado, la 

CFSE está eximida del requisito de notificación que dispone la Ley Núm. 

104. Véase, Rivera de Vicenty v. E.L.A., 108 D.P.R. 64 (1978). A contrario 

sensu, aun cuando el obrero lesionado sí se beneficia de la suspensión 

del término prescriptivo para incoar una acción en daños y perjuicios 

contra el tercero; cosa distinta es que incumpla con el requisito 

indispensable de la notificación al Estado o a los municipios, como 

estatuyen la Ley Núm. 104 y la Ley Núm. 81, respectivamente. No existe 

jurisprudencia que autorice la liberación del cumplimiento de notificación 

previa, bajo el fundamento que el obrero lesionado se acogió a los 

beneficios de la CFSE. No se trata de aplicar la norma con rigurosidad 

desmedida, sino de adherirnos a los postulados del Alto Foro. El Tribunal 

Supremo ha reiterado que la aplicación de la notificación previa es 

rigurosa y de cumplimiento estricto, pues “la notificación es una parte 

esencial de la causa de acción, sin la cual el [Municipio] conserva su 

inmunidad y el demandante pierde su derecho a un remedio”. Toro Rivera 

y Martínez Lozano v. E.L.A., et al, supra, a la pág. 17. (Énfasis en el 

original).  

Las razones esbozadas por el apelante para su incumplimiento no 

satisfacen las contadas excepciones que el Tribunal Supremo ha 

reconocido para eximir al demandante del cumplimiento de la notificación 

previa. En este caso, el Municipio no renunció a la defensa de falta de 



 
 
 
KLAN201500971                                       
    

 

12 

notificación, al contrario, la invocó.17 Los hechos muestran que sí hubo 

riesgo de que la prueba objetiva desapareciera, por lo que al momento de 

la presentación de la demanda, el Municipio estaba impedido de 

corroborar la alegada negligencia sobre las condiciones del lugar del 

accidente. Debe recordarse que el apelante alegó que la falta de 

mantenimiento e iluminación de las escaleras que conducen al sótano 

fueron la causa adecuada de los daños sufridos.18 Tampoco el señor 

Monegro Ortega instó oportunamente una acción directa contra la 

aseguradora del Municipio;19 ni demandó o diligenció el emplazamiento 

dentro de los noventa días que requiere el Artículo 15.003 de la Ley Núm. 

81.20 Finalmente, la tardanza en la notificación le es imputable al 

demandante.21 Véase Toro Rivera y Martínez Lozano v. E.L.A., et al, 

supra, a las págs. 18-19. 

 Por lo tanto, concluimos que el foro primario no incidió al 

determinar que procedía la desestimación de la demanda incoada por el 

señor Monegro Ortega contra el Municipio de San Juan. 

IV 

 Por los fundamentos expresados, los cuales hacemos formar parte 

de esta sentencia, confirmamos.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  
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